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SEÑOR PRESIDENTE (Juan Federico Ruiz).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca da la bienvenida a la Comisión de 
Fomento Rural, integrada por los señores Fernando López, secretario general; Amado 
Ferrari, primer vicepresidente, y Francisco Molinari, primer secretario, quienes solicitaron 
ser recibidos a los efectos de dar a conocer la opinión institucional en relación al proyecto 
de modificación del artículo 35 de la Ley N* 11.029 de 12 de enero de 1948 de creación 
del Instituto Nacional de Colonización. 


SEÑOR LÓPEZ (Fernando).- Agradecemos la oportunidad que nos brinda la 
Comisión. 
Les hemos entregado un repartido en el que figuran las principales visiones y 
posiciones de la Comisión sobre el proyecto de ley en tratamiento. 


Lo primero que quiero decir es que, históricamente, para la Comisión Nacional de 
Fomento Rural, el tema de la tierra ha sido muy importante y seguirá siéndolo. 
Claramente, de acuerdo con las transformaciones que se han venido dando en el sector 
agropecuario, no solamente en lo local, sino también en lo regional, es necesario 
actualizar la legislación vigente vinculada con tema del acceso a la tierra. 


Entendemos que la tierra, como recurso natural, es imprescindible para la 
producción agropecuaria, pero también lo es de acuerdo con el concepto más amplio de 
generación de alimentos, seguridad alimentaria y soberanía que, por suerte para 
nosotros, desde hace un tiempo, volvió a la agenda política, tanto a nivel local, como 
regional y a la propia FAO, a través de distintos ámbitos de participación de la sociedad 
civil. Además, se han planteado algunos lineamientos en la región, por ejemplo, en la 
reunión especializada en el núcleo familiar del Mercosur, con los temas de acceso a la 
tierra, adecuación a las nuevas realidades, políticas de acceso y también lo que ha sido el 
proceso de construcción de las directrices voluntarias de la gobernanza de la tierra de 
FAO, un proceso que comenzó a partir de la Conferencia Internacional sobre 
Reforma Agraria y Desarrollo Rural realizada en Porto Alegre en 2006 y que la sociedad 
civil en todas las regiones fue elaborando, acordado por el Consejo de Seguridad 
Alimentaria de la FAO y ratificado por los países miembros. Uruguay también ha sido país 
ratificante de estos lineamientos que, si bien tienen carácter voluntario, marcan una línea 
de trabajo para atender el tema de la tierra. Por lo tanto, vemos con buenos ojos 
iniciativas como esta y entendemos que son necesarias. 


En su momento, trabajamos mucho para que en 2007 se modificara por primera 
vez el artículo 35 en cuanto que el Instituto de Colonización tuviera la opción de comprar 
campos de 500 hectáreas. Pero también desde ese momento, por los cambios de la 
estructura agraria de nuestro país y la tenencia de la tierra, se fue profundizando el 
sentimiento de los productores familiares, las sociedades de fomento y los consejeros de 
distinto ámbito donde la Comisión Nacional abordaba el tema en cuanto a la necesidad 
de seguir avanzando; el tope de 500 hectáreas era un avance, pero se hacía necesaria 
una adecuación. 


Trabajamos mucho en ese sentido con otras gremiales, el Instituto y el Ministerio 
para generar una propuesta pero, por distintos motivos, la iniciativa se fue posponiendo. 
De todos modos, conceptualmente, estamos de acuerdo con los lineamientos generales. 
Creo -esta no es una observación para el señor legislador que propuso el proyecto de ley, 
sino para nuestro proceso anterior- que se podría haber presentado antes como iniciativa 
del Poder Ejecutivo, pero bienvenida sea. 
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Con respecto al proyecto de ley, sabemos que se ha avanzado en conversaciones 
a nivel de la comisión, inclusive, en intercambios con el señor ministro y con la presidenta 
del Instituto. A partir del texto y de la información que obtuvimos de la versión taquigráfica 
en cuanto al intercambio entre la Comisión y las autoridades, abordaremos este proyecto 
y daremos nuestro punto de vista. 


El primer aspecto tiene que ver con el alcance territorial de la ley que en el 
proyecto abarca a los departamentos de Canelones, San José, Florida y Colonia. Se trata 
de departamentos en los que es necesario, y quizás prioritario, avanzar, pero planteamos 
la pertinencia de estudiar que esta modificación tenga alcance nacional, porque la 
necesidad de que el Instituto tenga la opción de compra de menos de 500 hectáreas es 
un tema sentido en todo el país. Me refiero a los pequeños productores, con las 
particularidades de cada una de las regiones de producción, con cada uno de los ámbitos 
en donde están las colonias y también las zonas de producción familiar. 


Por otro lado, viendo los números, tanto del censo agropecuario de 2011 como del 
registro y las publicaciones de compraventa de tierras, entendemos que podría ser 
posible bajar el tope a 200 hectáreas con alcance nacional. Nos estamos refiriendo a 
unas seis mil cuatrocientas explotaciones agropecuarias ubicadas en la franja de 200 a 
500 hectáreas, cuatro veces y media más que lo que abarcaría el proyecto original, es 
decir, solo cuatro departamentos, donde radican aproximadamente mil ochocientas 
explotaciones de entre 200 y 500 hectáreas. 


Si analizamos la información de compraventa de tierras, veremos que en el 
período 2011- 2015, en el estrato de 200 a 500 hectáreas, se realizaron ochocientas 
noventa y cuatro operaciones, pero en 2015 -el último año sobre el que hay información:-, 
las operaciones de compraventa de campos de entre 200 y 500 hectáreas fueron ciento 
veinticuatro, y la tendencia es a la baja. Si tomamos estos números, no parece tan 
desmesurada la cantidad de operaciones que el Instituto debería estudiar en comparación 
con la importancia que puede tener este alcance nacional. Por ejemplo, departamentos 
como Salto, tienen una porción importante de producción intensiva, y muchos 
trabajadores asalariados con tierras en condiciones bastante inestables podrían tener 
opciones interesantes. 


Si bien el Instituto siempre ha esgrimido que si las ofertas aumentaran podría tener 
dificultades de funcionamiento para estudiar y dar respuesta en tiempo y forma en todos 
los casos, creo que debe discutirse qué es lo importante: si es que exista la posibilidad de 
que el Instituto tenga el acceso a estas compraventas, tendrá que adecuar su 
funcionamiento a la nueva realidad. 


Por otro lado, entendemos que el Poder Legislativo tiene que legislar, no solo para 
las personas, sino que debe tener en cuenta lo que ocurra en el mediano plazo. Por lo 
tanto, a partir de la realidad, entendemos que con una visión de mediano plazo, también 
es justificable que el alcance sea nacional. 


La posibilidad de que el Instituto pueda acceder a estos predios de menor 
superficie también le genera oportunidades, porque cuando la transacción supera las 
1.000 hectáreas, las decisiones son más difíciles de tomar. También, planteamos que 
esto sea de carácter nacional. En el caso de los cuatro departamentos mencionados en el 
proyecto, entendemos que, por su propia realidad, quizás, en algunos casos, el tope de 
200 hectáreas sea alto y que el impacto en cuanto a posibilidad de compra no sería 
relevante, ya que la escala promedio es mucho menor. Por eso, sería conveniente bajar 
el tope a 100 hectáreas. El ejemplo de Canelones es el más claro, pero también se da en 
San José; en esos lugares, hay poca oportunidad de que el Instituto pueda comprar 
campos superiores a las 200 hectáreas. 
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En estos departamentos que abarca el proyecto, hay mil cuatrocientas 
explotaciones de entre 200 y 500 hectáreas y unas mil ochocientas en la franja de 100 a 
200. En consecuencia, como máximo, se incrementarían al doble las explotaciones 
incluidas. Si el proyecto se mantiene tal como está, alcanzaría a unas mil cuatrocientas 
explotaciones; si bajamos el tope a 100 hectáreas, incluiríamos a tres mil explotaciones. 
Tampoco se produciría una atomización de la oferta, sino que la cantidad de 
explotaciones aumentaría al doble. 


Otro de los temas importantes que se plantean es la obligatoriedad del rubro 
principal. Sabemos que a partir de las conversaciones, ha habido un avance en los 
conceptos, pero, más allá de que compartimos la preocupación de los legisladores en 
cuanto a los sectores de actividad que tienen menos posibilidades de acceso, 
entendemos que no sería conveniente establecer por ley la obligatoriedad del rubro 
principal, porque, quizás, se pueda generar el efecto contrario al deseado. 


Asimismo, tanto a partir de la información estadística del censo agropecuario como 
del registro del productor familiar, es claro que en departamentos con una orientación, 
fundamentalmente, hortícola, hortifrutícula u hortivitifrutícola, el ganado se ha ido 
incorporando en forma importante a los sistemas de producción familiar. Canelones es un 
ejemplo de ello. Se trata de sistemas de producción combinados en los que la ganadería 
es una parte cada vez más importante de la ecuación económica, sobre todo, cuando son 
de carácter familiar. Inclusive, la Comisión Nacional de Fomento Rural, el INIA y la 
Facultad de Agronomía han venido realizando un estudio por el que se constata que, en 
predios pequeños, es cada vez más importante la ganadería como forma de rotación, de 
complementación como parte de la ecuación económica de esa unidad de producción. 
¿Bajo qué pautas se puede definir el rubro principal? Pueden ser los ingresos o el 
principal trabajo. Creemos que el propio Instituto tiene potestades legales para definir los 
rubros principales. También, entendemos que la institución agropecuaria, el Inia, la 
Universidad, el Plan Agropecuario, las propias organizaciones podrían cumplir ese rol. 
Tampoco podemos dejar de pensar que, a través de la ley de ordenamiento territorial, los 
gobiernos departamentales tienen una potestad importante para definir el sistema 
prioritario de producción. 


Por lo tanto, entendiendo el espíritu del legislador para incorporar este punto, sería 
razonable que la focalización fuera pensada para productores familiares, donde los 
sistemas son combinados, porque es el público objetivo de esta reforma. 


Compartimos la iniciativa de las doscientas hectáreas de los predios linderos a las 
colonias, si abarca a todo el país. Por un lado, puede facilitar el redimensionamiento de 
muchas colonias. Claramente, no es válido para el departamento de Artigas, pero 
colonias hay muchísimas en todo el país y en otros casos sería muy importante, porque 
doscientas hectáreas o tres o cuatro opciones de cien hectáreas constituirían una 
posibilidad muy importante para el Instituto y facilitarían el acceso a la tierra de los hijos 
de los trabajadores de muchas de las colonias que hoy no tienen esa posibilidad 


Desde nuestro punto de vista, podría tener un efecto de zona de amortiguación en 
regiones donde la explotación forestal genera un cerco para las colonias -muchas veces 
se siente dentro de ellas- ; las zonas complementarias tendrían un efecto buffer en el 
avance sobre pequeñas explotaciones familiares. 


Quiero hacer una mención adicional respecto al rubro principal. En la zona de los 
cuatro departamentos, está enclavada la cuenca del Santa Lucía, y todos sabemos su 
importancia, tanto desde el punto de vista productivo, como de fuente del recurso agua 
potable. En ese sentido, se está elaborando un plan de acción que contiene restricciones. 
Inclusive, en ciertas áreas, como los humedales, el Instituto podría cumplir un rol 
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importante en la captación de esos predios, donde se podría hacer una ganadería 
amigable. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Me alegro mucho de la participación activa y de la 
profundidad con que se ha estudiado el proyecto, que resalta la seriedad de la Comisión, 
conocida, pero refrendada en el hecho del documento presentado. 


Obviamente, el proyecto que presentamos era algo que estaba en el ambiente, por 
decirlo de alguna manera. Lo que pretendimos fue que saliera del ambiente y entrara en 
estado, porque si todos estamos compartiendo genéricamente un objetivo, el movimiento 
se demuestra andando. En la sesión del Parlamento en que se realizó el homenaje al 
Reglamento de Tierras, el señor López estaba presente y también hablamos del tema 


No tengo ningún prejuicio en decir que me declaro amigo de la colonización; soy 
nieto de chacareros, así que tengo raíces suficientes para sentirme cercano a todo este 
proceso. 


Nuestro objetivo principal es privilegiar formas intensivas de producción que no se 
han considerado como foco central dentro del proceso colonizador. No queremos la 
exclusividad; cuando hablamos del rubro principal, lo hacemos para evitar -uno tiene 
mentalidad de abogado, que es lo que soy, y siempre pienso mal antes que bien- 
procesos de colonización con nombre y apellido, porque campos de doscientas hectáreas 
con índice Coneat 100, que pueden ser de ciento cuarenta hectáreas para un proceso 
ganadero, es casi un campo con nombre y apellido. Lo que nosotros queremos es 
colectivizar, ayudar al trabajo solidario, a la promoción de trabajo que genere tejido social, 
aporte comunitario, que agregue población al medio rural, que sea no solo un reproductor 
económico, sino un reproductor social. 


Queremos propender al afincamiento de la gente. Por eso fuimos interactuando en 
la comisión y le sacamos eso, para que quede como rubro principal. Y me parece muy 
buena la precisión que hace López para que, además, en tanto sea productor familiar, el 
rubro ganadería no sea inhibitorio, o cuando se trate de zonas que por su composición 
geográfica o de suelos no permita otro uso de la ganadería, como puede ser una zona de 
bañados o de humedales. 


Lo que quiero salvar es el espíritu; no quiero que se desvirtúe. La idea es favorecer 
los procesos de colonización de pequeños productores en rubros no tradicionales: 
hortifruticultura, viticultura, campos de recría y también la posibilidad -que planteaba el 
ministro y después incorporé- referida a la carne de cordero, que hoy día toma un 
proceso diferente y, obviamente, la escala es diferente de la ganadería vacuna. Esa es la 
idea principal. 


En cuanto al tema que plantea López sobre la superficie, voy a solicitar a Dirección 
de Investigaciones y Estadísticas Agropecuarias que nos informe sobre el rango de 
campos entre 100 y 200 hectáreas en los departamentos que están en el proyecto y a 
nivel nacional, para saber de qué números estamos hablando. Eso de alguna forma nos 
permite llevar a tierra un proyecto, cuando hay materia para trabajar en él. Voy a pedir 
que se haga una comunicación en tal sentido. 


En definitiva, concordamos por la razón del artillero: si piden 200 hectáreas en todo 
el país, es obvio que van a estar de acuerdo con las 200 hectáreas en campos anexos a 
colonias. El espíritu es que la colonia no quede aislada, que ya no sea una cuestión 
congelada si no es de más de 500 hectáreas. Obviamente, como se decía, la realidad de 
Artigas es totalmente diferente, pero cuando bajamos del río Negro hacia el sur, es 
complicado encontrar 500 hectáreas en una colonia lindera. Inclusive, los volúmenes 
económicos son diferentes. 
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Lo que se busca es favorecer un proceso colonizador, el acceso a la tierra. 
Entonces, bajando el tope de las áreas cercanas, favorecemos el incremento de colonos 
o que las familias de colonos no se vean obligadas a desarticularse por no tener espacio 
productivo al interior de la colonia, viéndose obligados a migrar y posiblemente a otras 
actividades que no son las propias del mundo agrícola o rural. 


También quiero decir que discrepo amigablemente, en el sentido de que mi rol de 
legislador es presentar proyectos, no, esperar a que el Poder Ejecutivo lo haga. 


Por último, hay que tener en cuenta que lo bueno es la concordancia; sobre ella 
vamos a avanzar y seguramente terminemos en un proyecto que, como sucede con todas 
las cosas, quizás no complazca ni al proponente ni a la Comisión Nacional de Fomento 
Rural ni al Poder Ejecutivo, pero será fruto de la expresión de voluntad del consenso al 
que podamos llegar. 


SEÑOR LARZÁBAL (Nelson).- Agradezco que hayan querido venir a conversar con 
nosotros y me parece importante que hayan traído una propuesta elaborada. 


Hace muchos años que nos cruzamos con Fernando en distintas comisiones y 
distintas áreas. Cuando yo estaba en la Intendencia, trabajamos juntos en la REAF, 
Reunión Especializada de Agricultura Familiar, y en la Mesa de Desarrollo Rural de 
Canelones. Ahí ya se proponía la modificación de ese artículo. El ministerio o el Instituto 
Nacional de Colonización quedaron en elevar la propuesta, pero por distintas razones, 
quedó por el camino. 


Una de las razones era que no hubo una propuesta clara sobre el tamaño de la 
explotación. Se hablaba de 200, de 100, de 50, especialmente, para Canelones y 
Montevideo. Montevideo no está incluido en este proyecto. Creo que el Instituto Nacional 
de Colonización no tiene ninguna colonia en Montevideo, aunque me suena que por 
Punta Espinillo hay un campo del Instituto; no sé si existe un predio de 200 hectáreas en 
este departamento. 


Lo cierto es que el hecho de que no haya sido obligatorio para los productores 
ofrecer sus predios al Instituto Nacional de Colonización cuando quieren venderlos si son 
inferiores a 500 hectáreas ha hecho que en algunos casos se hayan dado grandes 
concentraciones de tierras. En la zona de Míguez, por ejemplo, hay un productor de 
apellido Cabrera, exdueño del frigorífico Cruz del Sur, que tiene 3.800 hectáreas. Yo lo 
conocí en el año 1995. Se jactaba de que en su campo, que en aquel momento era de 
alrededor de 2.500 hectáreas, tenía 70 pozos de agua. O sea que esos predios habían 
pertenecido a 70 productores. Lo conocí en una comisión que había formado el 
intendente Andújar por el tema del Mercosur. 


También está el caso del señor Pi, exdueño de Frigorífico San Jacinto, que tiene 
4.500 hectáeas en la zona de Tala y Las Nutrias, compuesta de pequeñas fracciones. 
Después de que se dejó de plantar remolacha azucarera ahí, se fue abandonando esas 
zonas, que eran muy pobres, ya que dependían del ingenio de Rausa. Una vez cerrado el 
ingenio, los primeros que se fueron eran los jóvenes y, a medida, que los viejos fueron 
quedando en peores condiciones, fueron vendiendo. Todavía hay productores, que están 
haciendo ganadería extensiva en 50 hectáreas. Por ahí el promedio de predios es de 35 
hectáreas, pero por otro lado, tenemos esa realidad de estancias de 3.000 o 4.000 
hectáreas. 


Sin duda, creo que este será un avance muy importante y que en Canelones 
deberíamos establecer 100 hectáreas como mínimo, para no complicar al Instituto 
Nacional de Colonización en la parte administrativa, ya que tiene 20 días para responder 
si se queda o no con un predio. Es cierto que ha comprado predios de menos de 500 
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hectáreas cuando hay un proyecto atrás, es decir, cuando un grupo de vecinos que 
presentó un proyecto o un productor compró una fracción de menos de esa extensión, 
pero también lo ha hecho con fracciones de 300. Recuerdo, en especial, una en la zona 
de San Bautista: había una cantidad de productores de la zona de El Alero interesados en 
una fracción de 300 hectáreas y le pidieron al dueño que no vendiera, que esperara a que 
ellos hablaran con Colonización. Al otro día, el hombre fue y vendió esa fracción de 
campo por unos cuantos pesos menos de lo que pedía, pensando que Colonización iba a 
demorar mucho tiempo en pagarle. Muchas veces, los productores prefieren vender 
particular, sin saber que vender a Colonización, por lo que yo sé, no tiene mucha 
diferencia con una venta particular en cuanto a los tiempos de pago y al trámite que hay 
que hacer, pero a veces, el desconocimiento hace que surjan ese tipo de reacciones. 


Creo que este aporte es muy importante. Habíamos pedido opinión a otras 
entidades y no han respondido, pero creo que con esto y lo que tenemos del Ministerio y 
de Colonización, podemos avanzar con este proyecto. 


SEÑOR FERRARI (Amado).- Vengo de Paysandú; mi sector es el apícola. 


Antes que nada, quiero agradecer a la Comisión que nos haya recibido, porque, 
como lo expresamos en el documento, este es un tema histórico en la Comisión Nacional 
de Fomento Rural, pero además, vengo de un departamento que tiene la mayor cantidad 
de colonias del país administradas por el Instituto Nacional de Colonización; es un motivo 
más por el que tengo que defender este proyecto y colaborar en esto. 


Como saben, la Comisión Nacional de Fomento Rural está sembrada en los 
distintos rincones del país y los que han opinado sobre este tema son nuestros 
consejeros diseminados en las distintas organizaciones. Así que es una opinión de toda 
la Comisión Nacional, pero fundamentalmente, de todos los productores familiares del 
país. 


Quería puntualizar lo siguiente. En Paysandú hay colonias que no son propiedad 
del Instituto Nacional de Colonización, sino que fueron formadas por visionarios de otro 
tiempo, que vendieron tierras, con muchas facilidades, a colonos que poblaron esa zona. 
Principalmente, hay dos colonias: la de Puntas de Arroyo Negro y la colonia Paysandú, 
que está bastante cerca de la ciudad de Paysandú. En la colonia Paysandú, casi todos 
los predios son de 35 hectáreas y la de Puntas de Arroyo Negro, que es un poco más 
grande, es de 100 y pico de hectáreas. 


La colonia de Puntas de Arroyo Negro es una colonia que prácticamente está 
rodeada por plantaciones forestales; hay de la Caja Bancaria, de la Caja Notarial y ahora 
también de UPM, que ha ido comprando predios linderos a la colonia. Hace poco, en la 
Sociedad de Fomento Rural de Puntas de Arroyo Negro, uno de los viejos colonos -con 
raíces en Colonia, porque eran piamonteses que fundaron colonias en la zona de Colonia 
Suiza- el señor Dalmás, preguntó qué se podía hacer con el tema de las plantaciones 
forestales, pero en predios privados, es poco lo que podemos hacer. Con este proyecto 
hay una posibilidad de que el Instituto pueda participar en la compra de los predios que 
salgan a la venta, de manera que la colonia podría seguir manteniendo su función 
principal que tiene que ver con los pequeños productores ganaderos y agricultores. Es 
decir que para nosotros es fundamental la participación en este espacio. 


Agradecemos y estamos dispuestos a seguir trabajando. 


SEÑOR MOLINARI (Francisco).- Yo vengo de Rodríguez, en el departamento de 
San José. 
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Sabemos que la concentración de la tierra no la va a frenar la ampliación, que es 
algo más complejo. Obviamente, esto colabora, pero el proceso de concentración de la 
tierra en Uruguay tiene varias puntas y, diría, que hasta una punta cultural también. Es 
increíble que en los años de mejores precios de commodities de producción agropecuaria 
hayan desaparecido grandes cantidades de productores cuando el negocio era muy 
rentable y muy tentador. Creo que en este aspecto influye el hecho de que la juventud ve 
a la tierra como un enemigo. Esa fue una herencia de nuestros padres, ya que en cada 
almuerzo y en cada cena se hablaba mal de cómo se vivía en el campo; no visualizaban 
un futuro más promisorio. Por supuesto que la vida en las ciudades o en centros poblados 
puede ser un poco más cómoda. 


Disculpen que quizás se pierda un poco de tiempo, pero creo que muchos 
productores solucionaron con esto un retiro decoroso; eso no hay que negarlo. Me refiero 
a personas que tenían 40, 50 o 60 hectáreas, que hicieron una muy buena venta y hoy 
pueden gozar de un muy buen retiro en lo que les resta de vida. Entonces, quizás lo que 
no les devolvió ese predio en años de trabajo, lo pudieron lograr con una venta. Si lo 
miramos desde el punto de vista económico, esto fue un beneficio para esas familias. 


Como Comisión Nacional de Fomento, nos sentimos, no dueños del Instituto, pero 
sí fuimos los gestores. Soy un atrevido al decir que fuimos, porque en el año 1945 mis 
padres eran muy jóvenes todavía, pero ese año, en el Congreso Nacional de la Tierra en 
Paysandú-,se sembró la semilla para que luego, en el año 1948 y a través de la Ley 
N* 11.029, se formara el Instituto Nacional de Colonización. 


No conozco todas las leyes del país, pero creo que es una de las mejores que se 
han hecho. Imagino que ustedes la conocen bien y es más: creo que si fuera leída por un 
buen locutor, o por alguien con muy buena voz y poniéndole algo de música, hasta puede 
llegar a emocionar a quien la escuche, al menos, a quienes tenemos amor por la tierra. 
Reitero: me parece una ley espectacular. 


Volviendo al proyecto, creemos importantísimo que esto se de a nivel nacional. 
Nos parece que sería injusto que los habitantes del resto del país no pudieran verse 
beneficiados por la reducción del número de hectáreas que puede comprar el Instituto; 
seríamos injustos con el resto de los productores y la sociedad que habita y trabaja en el 
medio rural. Podemos argumentarlo mejor cuando desde todos los departamentos, desde 
Cerro Largo, Tacuarembó, Rivera, alrededor de las ciudades, se concentran productores 
lecheros, hortícolas, pequeños ganaderos, que son los que tienen menos posibilidades de 
acceder a predios particulares, por el costo de las rentas. Así como está el proyecto, para 
nosotros, como Comisión Nacional de Fomento, significaría dejar a un gran número de 
nuestras entidades desamparadas. 


Por supuesto que vemos la complejidad que tiene el Instituto Nacional de 
Colonización. Se habla de que cuenta con poco personal y que si se agregan zonas su 
operativa sería más compleja, pero con los números que veíamos recién, no sería tan así, 
porque de acuerdo con las transacciones que se han hecho últimamente, no se haría más 
compleja la operativa del Instituto. Digo esto, teniendo en cuenta que no existe obligación 
de adquirir los predios que salgan a la venta, lo que reduce aún más el porcentaje de 
transacciones que se veía en el año 2015. Por ese lado, creo que sería viable la 
reducción del número de hectáreas con la extensión del proyecto a todo el territorio. 


SEÑOR LÓPEZ (Fernando).- Quería decir algo acerca de la información de 
referencia que manejamos -que es de fuente calificada- y que dejamos en este modesto 
documento. Tenemos dos fuentes de información. La primera es del censo 2011 y 
cuando hablamos del número total de explotaciones por franja lo hacemos según lo 
establecido en el cuadro 2 del capítulo 1, que está en la página 26 del documento del 
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censo. Cuando hacemos referencia a los estratos por departamentos, donde vemos cómo 
se comporta cada uno de ellos, lo tomamos del cuadro 160 del capítulo 7, que está en la 
página 96. 


Cuando hablamos del total de las explotaciones, según el censo, en la franja entre 
200 y 499 hectáreas en todo el país, se trata de 6.496 explotaciones. Esto significa el 
14,5% del total de las explotaciones y, como dato complementario, podemos decir que 
son aproximadamente 2.100.000.000 hectáreas, el 12,8% de la superficie agrícola. 


Cuando hablamos de las transacciones 2015, nos basamos en la serie de 
publicaciones de DIEA sobre compra y venta de tierras. Esta a que hicimos referencia 
figura en el cuadro 3 de la publicación 2015 donde se hace mención a cuántas 
operaciones por estrato se han realizado. 


Leímos una versión taquigráfica en que el señor diputado Larzábal ponía el 
ejemplo de que quizás el propietario de un inmueble prefería venderlo antes de que 
viniera el Instituto Nacional de Colonización y se complicara. 


Otra cosa que se mencionó fue que si se bajaba el tope se podría afectar a 
medianos productores, pero queremos decir que cuando hablamos de franjas de entre 
200 y 500 hectáreas con índice Coneat 100, no estamos hablando de pequeñas ventas, 
sino de ventas de US$ 1.000.000.000 y más. Estamos a favor de que el dueño de un 
inmueble le ponga el valor que cree que tiene y la ley le posibilita poner el mismo precio si 
se lo ofrece al Instituto Nacional de Colonización, pero también estamos hablando de 
operaciones comerciales grandes, no de jubilaciones que implican un pequeño ahorro 
para el hombre mayor que le ayude en los años que le queden de vida. 


Por otro lado, se dijo que el aumento del precio de la tierra era beneficioso. En el 
proceso de mayor expansión del precio de la tierra en los años 2006, 2007 y 2008 -ya 
después de 2003 en adelante la DIEA hizo un estudio comparativo, sobre todo, cuando 
aumentó el precio del petróleo y, por ende, de los insumos, como el fertilizante; la soja 
estaba en más de US$ 500 la tonelada- se demostró que aumentó por encima de 
cualquiera de los indicadores del sector agropecuario, por encima de los insumos que 
más habían aumentado e, inclusive, por encima del precio de los productos. ¿Qué había 
detrás? Había también un negocio inmobiliario de especulación, que estaba incidiendo en 
la presión hacia arriba de los precios de la tierra. Para los sectores de arrendamiento 
-como bien decía el señor ministro y todos sabemos que, por ejemplo, en el caso de la 
lechería el 50% de la tierra es arrendada-, en ese momento en que la soja podía pagar 
más de US$ 300 la hectárea -porque, supuestamente, el negocio les daba-, muchos 
productores que eran arrendatarios perdieron sus campos por esto. 


Entonces, decir que el precio de la tierra beneficia porque aumenta la productividad 
es una visión parcial; nosotros tenemos otra. El precio tendría que ser el que se pueda 
pagar según las condiciones de la producción para cada uno de los cultivos. 


También queremos mostrar que en esa referencia en que el censo agropecuario 
de 2011 muestra la realidad tan cruda de que hay 12.000 unidades de producción menos 
en 11 años -de 2000 a 2011-, donde más del 90% son de la franja de menos de 100 
hectáreas -casi el 100%-, ya que de 54.000 quedamos en aproximadamente 44.000 
explotaciones y eso se vio claramente, hay un dato que es bastante curioso si no vemos 
la globalidad del problema. Me refiero a que a partir de la franja de 1.500 hacia arriba, 
aumentaron las explotaciones. ¿Por qué se dio esto? Porque Uruguay tiene 16.000.000 
de hectáreas y si desaparecen acá, van a estar en otro lugar. 


Entonces, también el proceso de desaparición tiene otros efectos que en otras 
escalas aumenta la concentración de la tierra y eso lo demostró el propio censo. Por eso, 
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nos parece que conceptualmente la idea planteada y el espíritu de la ley van a atender o 
mitigar efectos no deseados, que todos queremos revertir. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Para enriquecer el debate, deseo solicitar al Instituto 
que nos pase el número depurado de aspirantes a colonos inscriptos por departamento. 
Creo que eso también nos va a dar un mapa de la demanda, ya que debe ser tenida en 
cuenta al momento de legislar. 


SEÑOR ROSELLI (Edmundo).- Quiero agradecer a la Comisión Nacional de 
Fomento por su visita. 


Lamentablemente, debí pedir autorización porque hoy tuve que asistir a otra 
comisión para tratar un serio problema que se suscitó en Fanapel, en Juan Lacaze, pero 
quería comentarles que estoy al tanto de lo que está sucediendo con ustedes. 


SEÑOR LÓPEZ (Eduardo).- Quería comentar que si bien hay una lista de 
aspirantes a colonos, no necesariamente un registro nacional, porque la metodología que 
está aplicando el Instituto Nacional de Colonización, que no es la de antes, es que se 
presenten para cada llamado. No hay una lista por departamento. El Instituto tiene 
información, pero no podrá reflejar el conjunto de demandas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos nuevamente por vuestra presencia en la 
comisión y queremos decirles que vuestro aporte ha sido fundamental para la futura 
discusión y debate de los agregados a este proyecto. 


(Se retiran de Sala integrantes de la Comisión Nacional de Fomento Rural) 
(Ingresa a sala una delegación de productores de la Laguna del Cisne) 


——-La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene mucho gusto en recibir a 
la delegación de productores de la Laguna del Sauce, integrada por las señoras Fabiana 
Bracco Bosca e Isabel Fernández, y los señores Roberto Formoso Ríos y Sergio García. 


SEÑOR FORMOSO RÍOS (Roberto).- Voy a referirme a las medidas cautelares -no 
sé si todos los señores diputados están al tanto de lo que establecen- que dispuso la 
Intendencia de Canelones para la Laguna del Cisne. 


Básicamente, se trata de un Proyecto de Reglamentación para la Categorización 
Cautelar de la Cuenca de la Laguna del Cisne, en el que la Intendencia define una zona 
rural natural y una zona rural productiva. 


En tal sentido, la Intendencia señala que los productores de la zona son los 
causantes de la contaminación de la laguna, lo que consideramos inexacto. 


Como dije, la Intendencia definió una zona rural natural, que es la que se 
encuentra veinte metros para cada lado de los cursos de agua que abastecen la laguna. 
Veinte metros para cada lado da un total de cuarenta metros, lo que para Canelones, que 
tiene padrones chicos, constituye un área muy importante. 


En realidad, en Canelones son muy pocos los productores con más de 100 
hectáreas; la mayoría tiene entre 40 y 50 hectáreas, por lo que, teniendo en cuenta que 
las cañadas tienen entre 7 y 8 kilómetros de largo, si se sacan 40 metros, a los pequeños 
productores se les genera un problema muy grande. 


Como dije, la Intendencia definió esa área como zona rural natural y, de acuerdo a 
la categorización cautelar, las medidas cautelares prohíben el acceso directo de los 
individuos de cualquier especie animal doméstica, bajo manejo humano, a los suelos. Por 
lo tanto, las vacas y los perros no pueden tomar agua, y nadie puede ir a pescar. 
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Las medidas cautelares, como dije, también definen una zona rural productiva, 
pero el principal problema que tenemos los productores es que no podemos aplicar 
agroquímicos con máquinas con depósitos de más de 50 litros. Por lo tanto, solo 
podemos aplicar los productos con mochilas, ya que también debemos tener en cuenta la 
ley de los 25 kilos. A esto se le suma que tenemos problemas de personal, y si además le 
decimos a un empleado que vaya a curar una fila de viñas o una huerta con máquinas de 
25 litros, nos manda saludos y se va; si se le pide a un empleado que realice esa tarea de 
esa manera renuncia inmediatamente. Por tanto, la medida es inaplicable, y es mucho 
pero para los que somos agricultores. Básicamente, esto tiene paralizado el aparato 
productivo, porque es impensable trabajar con máquinas de control manual. 


El señor García es productor hortícola, y la señora Bracco Bosca es productora 
vitivinícola, y pueden explicar la problemática que están atravesando. 


Las medidas cautelares también hacen referencia a ser consonantes con las 
medidas definidas para la Cuenca del Río Santa Lucía, en cuanto a no pasar los niveles 
de fósforo Bray1 en suelo por debajo de 31ppm. En ese sentido, los agricultores de la 
cuenca de la Laguna del Cisne tenemos 12 partes, y en la zona no hay productores que 
estén cerca de 31. 


En realidad, la consonancia con las medidas establecidas para la cuenca del río 
Santa Lucía solo se da con respecto al fósforo y al Bray1, porque para el resto de las 
cosas no estamos haciendo nada consonante, porque allí no está limitada la producción. 


Por otra parte, nos prohíben la extracción de áridos, por lo que no podemos hacer 
tajamares. En ese sentido, quisiera comentar que en la zona hay una industria 
-Cerámicas Salinas-, que tenía un arreglo con los productores: dicha empresa se 
encargaba de hacer los tajamares y se quedaba con la tierra que extraía, la que utilizaba 
para su producción. Lamentablemente, en este momento Cerámicas Salinas está parada 
y sus funcionarios están en el seguro de paro, porque debido a que no se puede hacer 
extracción de áridos, nosotros no podemos hacer tajamares y tampoco los puede hacer 
esa empresa; además, el ganado no puede tomar agua en las cañadas. Sin duda, hay 
muchos inconvenientes, porque no se puede tomar agua, no se pueden hacer tajamares 
y nos tenemos que arreglar con lo que está; es un mamarracho. 


La fecha de promulgación de las medidas cautelares fue el 29 de octubre de 2015. 
El diputado Roselli es productor -fue papero, después ganadero, y luego se dedicó a la 
soja- y sabe que cuando se promulgaron las medidas cautelares la soja estaba 
sembrada, los contratos firmados y los insumos comprados, pero los productores -no nos 
tocó a nosotros- tuvieron que abandonar las chacras. En realidad, hubo un gran 
hostigamiento de parte de la Intendencia, y si había una denuncia, la única multa que se 
ponía era la de 20.000 UR, que son US$ 600.000, una fortuna. Por lo tanto, las multas no 
son pagables; prácticamente, son confiscatorias. Además, no se generaron caminos de 
diálogo con la Intendencia hasta el mes de junio, porque los productores de la zona -salvo 
los que fueron hostigados- recién en ese momento nos enteramos de la existencia de las 
medidas cautelares, aunque hacía tres o cuatro años que estaba trabajando en el tema 


Además, en la Comisión de Cuenca de Laguna del Cisne había gente del cerro, de 
la cooperativa Graneco, de una organización denominada Slow Food -se trata de un 
movimiento mundial para que la gente coma más despacio, que no sé qué tiene que ver 
con la cuenca de la Laguna del Cisne-, y de un montón de organizaciones que no tienen 
nada que hacer en la zona, pero los productores -por supuesto, estamos de acuerdo con 
que concurran los vecinos de Salinas y Atlántida- nunca fuimos convocados; nos 
enteramos de esta situación en el mes de junio, y luego de eso nos empezamos a reunir, 
aunque todo este andamiaje llevaba más de tres años. 
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Por lo tanto, entendemos que la Intendencia no transitó este camino de la mejor 
manera. Evidentemente, el 29 de octubre no era una fecha propicia para promulgar estas 
medidas, considerando que ya estábamos jugando. 


Ademés, la Intendencia pretende, de acuerdo a las medidas cautelares, que en un 
plazo no mayor a tres años hagamos una reconversión agroecológica y orgánica, la que 
es obligatoria. Por lo tanto, todos los que trabajamos en la zona desde hace cincuenta, 
sesenta o setenta años -hablo de establecimientos familiares- nos tenemos que 
reconvertir de manera obligatorio, pero es claro que los niveles de producción orgánica no 
son los mismos que se obtienen cuando se utiliza la tecnología. 


Asimismo, la Intendencia, continuamente, nos habla de la contaminación por 
agrotóxicos, pero el problema que tenemos en la laguna es el de exceso de nutrientes; 
habla de eutrofización, que básicamente es un sistema rico en nutrientes. En realidad, el 
nutriente que hay en exceso es el fósforo -no hay herbicidas ni insecticidas-, y se debe a 
que la laguna no tiene caudal, ya que solo corre el agua cuando llueve. La Laguna del 
Cisne no es como el río Santa Lucía, que tiene un caudal de 2.750 metros cúbicos por 
segundo; por lo tanto, si no llueve, el caudal de la laguna es cero, y por eso el fósforo y 
los sedimentos se acumulan. La Facultad de Ciencias entiende que estamos llegando a 
un ciclo de histéresis, que es lo que ocurre cuando una material adquiere ciertas 
propiedades que no vuelve a perder. 


Es claro que esto ocurre porque en la laguna no corre el agua, cosa que sí ocurre 
en la cuenca del río Santa Lucía, en donde el agua recircula y se va regenerando. En la 
laguna, que no tiene más de un metro cúbico, el agua no se mueve; también se debe 
tener en cuenta que la población está en aumento, por lo que cada vez se le exige más, y 
no hay recambio de agua, ya que salvo en días de lluvia, el agua no corre. Además, el 
escurridero de la laguna se cerró hace años; estaba en medio de la laguna y se levantó 
medio metro, y siguió inundando campos de la zona. Parte de esos campos eran 
paperos. La papa se fertiliza con, alrededor, de mil kilos de fósforo por hectárea. Parte del 
fósforo es soluble, por lo tanto, la inundación de esos campos provocó esos niveles de 
fósforo en la laguna. Además, tenemos el problema de que la Intendencia siempre hace 
los análisis de fósforo en momentos en que el sistema está, particularmente, cargado. De 
acuerdo con los datos que tenemos de la OSE, se realizan en noviembre o en mayo, que 
es después de que los productores hicimos las refertilizaciones de pradera o sembramos 
los cultivos, por ende, los valores llegan a puntos extremos. 


SEÑORA BRACCO BOSCA (Fabiana).- Soy directora de la bodega Bracco Bosca; 
un emprendimiento familiar que está en la zona desde hace muchísimos años, porque 
tiene una tradición, como casi la de todos nosotros, española o italiana. En nuestro caso, 
es doblemente italiana. Se encuentra ubicada en Sosa Díaz desde que mi bisabuelo se 
instaló en la zona. Por lo cual, para nosotros fue un shock no habernos enterado de todas 
estas medidas de transición, porque somos una parte importante de ese proceso. 


Por otro lado, muchas de las personas que viven ahí sufrieron una crisis, yo diría 
psicológica. Puedo citar a gente muy viejita a la que le dijeron: "Usted ahora ya no puede 
hacer nada; no puede utilizar su predio, no puede mover tierra. No puede hacer 
absolutamente nada". Estoy hablando de gente de setenta u ochenta años, a la cual 
pensé que le iba a dar un infarto realmente, porque no se explicaron estas medidas, no 
se tomó conciencia. No hubo una transición. Por lo que pude leer se trata de una medida 
de primer mundo, pero aplicada de una forma de tercer mundo. Esto nos dejó con 
muchas insatisfacciones, sobre todo a nivel de nuestro emprendimiento. En cierta forma, 
nos encantaba la medida, porque un vino que se pueda comercializar en el exterior 
producido de manera sustentable es algo a lo que nosotros aspiramos. Ya tenemos una 
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botella ecológica; ya tenemos un corcho sustentable biodegradable. Pero creo que el que 
escribió las medidas cautelares no tiene muy clara la parte agronómica en nuestro país. 
Para justificar todo eso, la semana pasada, me inscribí en el curso de viticultura de la 
Facultad de Agronomía y me bajé todas las tesis que existen para poder hablar con más 
propiedad, porque me parece que en esto todos tenemos que saber un poquito más. 


Debido al clima, básicamente, la producción orgánica en Uruguay, en los viñedos 
específicamente, es casi imposible. Si fuera posible dudaría que quedara un viñedo en 
Uruguay que no fuera orgánico, porque el precio de cada botella en el exterior de un vino 
orgánico es el doble del que nosotros hoy recibimos por nuestros vinos. Cuando comenzó 
toda la problemática, quizás, fuimos los que lo vimos con mejores ojos y dijimos: "Está en 
nuestro esquema de producción". Mis tarjetas personales son de papel reciclado. 
Nosotros sí creemos en el medio ambiente, porque siempre sentimos que la tierra no la 
heredamos de nuestros padres, sino que se la pedimos prestada a nuestros hijos. 


Ese es el objetivo de Bracco Bosca, pero nos parece que hubiera sido interesante 
transitar el camino hacia al entendimiento y el consenso y haber realizado estas medidas 
cautelares de acuerdo con el aporte de los personajes de la zona. Por tal motivo, desde el 
comienzo nos llamó la atención cómo se fueron dando. Nosotros nos enteramos de 
casualidad, porque nos llamaron a una reunión cuando ya estaba muy avanzado el tema. 
Recién, en ese momento, empezamos a tener un poco de conocimiento. 


El otro tema importante, que no es menor, es que los tiempos políticos son 
distintos a los tiempos productivos. En una de las reuniones me decía un chico, que ni 
siquiera está afectado pero que está en la cuenca: "No entiendo por qué se pone usted 
tan nerviosa". Yo le dije: "Me pongo nerviosa porque si en un mes no empiezo a dar las 
curas adecuadas para mi viñedo, lo pierdo". Es tan simple como eso. 


Tengo otros ingresos, por ejemplo se me paga para vender los vinos en el exterior, 
y puedo cerrar la bodega. No quiero. Yo todavía creo en este país. Todavía creo que mis 
dos hijos pueden tener futuro en una bodega. Tengo conocimiento sobre el viñedo desde 
que nací. Me formé en relaciones internacionales. Tengo un posgrado en dirección de 
marketing; soy docente en la Universidad ORT. Creo que todavía mis aportes pueden ser 
interesantes desde el mundo vitivinícola y desde el mundo del campo que me apasiona. 
No es mi profesión y, sin embargo, la tengo adentro, en la sangre. 


Sería muy bueno lograr una resolución lo más rápido posible para no tener que 
recurrir a cerrar un emprendimiento que le da trabajo a gente y que, además, nos 
posiciona en el exterior, porque desde que empezamos con mi marido la administración 
de la bodega en enero de este año, ya exportó para Alemania, Suiza y la semana que 
viene a Brasil. Además, tenemos dos posibles exportaciones antes de fin de año para 
Estados Unidos y para el Reino Unido, siendo una bodega que produce muy poquito y de 
forma muy artesanal, pero estamos logrando el desafío. 


Nos resulta difícil el planteo de las medidas cautelares y demás, hablando en 
términos de calidad, cuando Alemania es el país más exigente en el mundo en lo que 
tiene que ver con análisis de ingreso de productos alimenticios. En el caso del vino hacen 
todo tipo de análisis. Entonces, si nuestros vinos ingresaron en Alemania es porque, 
realmente, no está cargado de ningún ingrediente negativo que no permita el consumo 
adecuado. 


En ese sentido, estamos muy preocupados, sobre todo por los tiempos y por el 
manejo -no nos pareció bien la forma de aplicación-, y, quizás, por la falta de 
conocimiento técnico de quienes escribieron las medidas cautelares. No tengo claro 
quiénes lo hicieron, pero creo que no tenían muy claro a qué se puede llegar. 
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Estamos a favor de una transición; trabajar sustentable ya está en nuestra sangre. 
Obviamente, tiene que hacer un apoyo, tanto moral, por decirlo de alguna manera, como 
económico. Pienso que tenemos que transitar este camino juntos. Cada uno de los 
emprendimientos podrá llegar a determinado nivel y para llegar a otro, quizás, 
necesitemos apoyo. Esto es lo que los productores estamos anhelando. Nunca hubo una 
fricción más que el miedo que se causó con las medidas y con las sanciones. Creo que 
en ningún país del mundo empezar por sanciones de US$ 600.000 puede ser algo 
positivo para alguna empresa. Sancionar a una persona que no sabe ni lo que está 
haciendo a partir de una fecha determinada es un poco brusco. Por eso pedimos la 
reconsideración de todo eso. 


Creemos en el medioambiente y es parte de nuestro futuro. No podemos ser tan 
cortoplacistas. Debemos empezar a transitar juntos el camino, y en la medida de las 
posibilidades por medidas de consenso. Si alguien se equivoca a lo grande, quizás sí 
haya que multarlo, pero no por hacer un galpón o un movimiento mínimo de tierra, 
cobrarle una suma de US$ 600.000. Eso tenemos que reconsiderarlo porque nos parece 
que está un poco fuera de la medida de lo que es natural. 


Repito lo de los tiempos: en dos semanas tengo que empezar a trabajar mi viñedo, 
si no puedo lo tengo que cerrar. 


SEÑORA FERNÁNDEZ (Isabel).- Nosotros somos una familia de horticultores. 
Hace cincuenta y siete años que estamos en la zona. La comenzaron mis padres y la 
seguimos nosotros. Ya va en la cuarta generación con mis nietos. Tenemos 40 hectáreas 
de horticultura con toda la tecnología. Vendemos en el mercado interno y para los 
cruceros. Nunca fue observada nuestra producción por calidad ni porque tuviera 
agrotóxicos, ni por nada, pero hoy no podemos hacer aplicaciones y dado el clima es 
necesario. Los productos no son residuales y tomamos todas las medidas, como los 
tiempos de espera. Hoy no podemos hacerlo. ¿A qué nos lleva eso? A que no podemos 
producir calidad. Al no tener calidad no podemos pretender precio ni venta. Hoy ya 
tenemos gente en el seguro de paro y un plantel de 30 empleados. Si no nos dejan 
trabajar no nos queda otra que cerrar. Eso no es lo que queremos. No sabemos hacer 
otra cosa. Siempre hemos trabajado en el campo. 


Hoy en día, si queremos hacer aplicaciones tenemos que avisar a la ingeniera, 
pero también sabemos que si hay una denuncia se nos va a aplicar la multa, y si se nos 
aplica la multa tenemos que cerrar las puertas definitivamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ustedes plantearon hay medidas que son positivas. 
Quizás lo que faltó fue una transición entre cómo se venía trabajando y cómo se pretende 
que se haga a futuro. Hay una realidad y es que hay un proceso de eutrofización en la 
laguna. Evidentemente, estas medidas se tomaron, porque se creyó, por parte del Poder 
Ejecutivo, que eran necesarias. Se trata de medidas tendientes a cuidar la tierra, pero 
considero que ambas posiciones no son contradictorias. 


Quisiera saber si tuvieron algún tipo de diálogo con las autoridades o si tienen 
algún proyecto alternativo que hayan presentado solicitando un plazo, a fin de saber, 
como Comisión de Ganadería, en qué podemos colaborar, articular o coordinar a los 
efectos de salir todos favorecidos. 


SEÑORA FERNÁNDEZ (Isabel).- La Intendencia nos dijo que íbamos a tener ayuda 
con los productos que fueran naturales y que sería un proceso corto. No recibimos nada. 
Hemos tenido tres o cuatro reuniones. Se hizo un censo en la zona hace un mes y medio, 
aproximadamente, con 70 productores y todavía estamos esperando la respuesta. 
Aparentemente, la próxima reunión está fijada para el 30 de agosto. Después tendremos 
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que hacer varios cursos para instrumentar estos cambios. No nos podemos dormir, 
porque nosotros ya estamos en las plantaciones de verano. ¿Cuándo continuamos las 
plantaciones? Hemos tenido reuniones, pero no hemos tenido respuesta. Ayer hablé con 
la ingeniera Laura González. Íbamos a tener la reunión el 1? de agosto. 


Otro tema es que estamos teniendo problemas con la Dinagua debido a la entrega 
de los permisos para los pozos. La señora Bracco Bosca me comentaba que si no 
renueva los permisos antes del 30 de octubre le sellan el pozo. El año pasado nosotros 
también tuvimos tremendo problema de papeleo. Es otra contra más. 


El año pasado compramos un campo nuevo para seguir trabajando. Se hizo un 
proyecto; estamos endeudados. Eso también nos paraliza. ¿Qué le decimos al Banco de 
la República? Que no pudimos producir. ¿Cuáles fueron las razones? 


Estamos de acuerdo con mejorar todo lo que se pueda. No nos negamos pero que 
nos acompañen y se resuelva lo antes posible. 


SEÑORA BRACCO BOSCA (Fabiana).- Dentro del proyecto que se comenzó 
pensando en la exportación y en la mejora continua de los vinos, porque empezamos 
adquiriendo equipos de frío para tener mejor calidad este año, hay un proyecto de turismo 
no costero dentro de la región que, además, va de la mano con lo que la Intendencia está 
buscando. También queríamos hacer un galpón y estamos totalmente paralizados porque 
la idea era lanzar este proyecto en noviembre. Asimismo hicimos varias inversiones al 
respecto y nos faltaría esto. Digo que estamos paralizados porque cualquier cosa que 
movamos condiciona una sanción. 


Como grupo aspiramos a que ustedes paren esta locura, porque no tiene otro 
nombre- de sanciones. En base al diálogo y a un entendimiento común, establezcamos 
un camino de aquí a tres años. Pero hoy no podemos seguir paralizados pensando que 
mañana nos van a poner una sanción de US$ 600.000 porque, aunque mis hijos vendan 
la chacra treinta veces, no voy a poder pagar los US$ 600.000. Creo que se nos va de la 
mano esa realidad que no nos permite trabajar ni invertir. Esto no nos conviene a 
nosotros, al país ni a la gente. 


Queremos turismo y estamos trayendo turismo de Brasil, que ha crecido 
muchísimo en la región; creo que hasta más de 46% en los últimos años. Entonces, 
vamos a favorecer todo eso que es en aras de lo que Uruguay está buscando. El vino es 
un arma que utilizamos con placer porque creo que es el único producto que sale de 
Uruguay que lleva su nombre en la botella, y cuando llega a la mesa del consumidor dice 
"Uruguay". Si es de buena calidad y está bien presentado, es una carta de presentación. 


Lo que solicitamos a ustedes es la rapidez en la concreción de todo esto. Ahora 
que en la Intendencia se dieron cuenta de muchos aspectos, tienen voluntad de diálogo, 
de apoyo y lo que nos está pasando es un tema de tiempo. Hoy esta es la variable más 
importante. 


SEÑOR ROSSELLI (Edmundo).- Agradezco a los productores de la Laguna del 
Cisne su presencia y también al señor diputado Andújar que los está acompañando. 


Ayer estuve leyendo la problemática de ustedes y no comparto cómo los han 
tratado. 


Esta Comisión por suerte está integrada por todos los partidos y nos hemos 
llevado muy bien en este Período. Sabemos lo que es la burocracia pero hemos sido 
bastante ágiles y, por lo menos, hemos logrado cosas, como el abigeato y otras. 
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Creo que el tema para ustedes es muy preocupante por la situación que vive el 
país. Hoy tenemos emergencia laboral. Vengo de la Comisión de Legislación del Trabajo 
y, como es sabido, en Juan Lacaze quedaron 300 papeleros sin trabajo. Si seguimos así 
vamos a tener grandes sorpresas. No podemos apretar al que trabaja y no podemos 
apretar al productor, porque es la base de un trabajo que de por sí es sacrificado y a cielo 
abierto. No podemos jugar con los tiempos del productor que anda desesperado mirando 
si llueve o no para echar su producto y encima se le dice que no puede echarlo. Tampoco 
podemos ponerle una mochila de 50 litros. Hoy ninguna persona lo hace porque tenemos 
equipos terrestres. ¿Cómo vamos a hacer caminar a una persona con 50 litros arriba? Es 
inhumano. 


Tengo una duda sobre lo que se dijo hace un rato en cuanto al fósforo. Todos 
sabemos que el fósforo se fija. No sé si es después de la lluvia o en qué momento es 
cuando hay más partes por millón de fósforo en la laguna. Esto es algo que no entendí. 


SEÑOR FORMOSO RÍOS (Roberto).- Las partículas más fértiles de los suelos, las 
más finas, siempre están asociadas abajo y a las costas de arroyos, cañadas, etcétera. 
Hoy en día tenemos fenómenos extremos en cuanto a lluvias, a lluvias por minuto, los 
caudales son más extremos, y esas partículas más ricas son las que primero van a los 
cursos de agua. Desde hace cien años esas partículas están en la laguna porque esta no 
corre. 


Por otros lado, la fórmula de los fertilizantes es NPK -nitrógeno, fósforo, potasio- y 
el más usado es el de 10 de nitrógeno y 50 de fósforo. La fórmula con 50 de fósforo es 
altamente soluble en agua. Hoy, todos los que tenemos sembradoras, tiramos el fósforo 
al boleo, con una pendular o con una doble disco. Cuando ese fósforo no se llega a 
incorporar al suelo, si bien es altamente soluble, es el primero en llegar a la cañada. Una 
de las cosas que, particularmente, hablé con Laura González era usar fosforita. Su 
fórmula es 10- 19, total: 29 fósforo, de los cuales el 10 es soluble en agua y el otro 19, 
soluble en ácido cítrico. La trampa que tenemos todos con la fosforita es que, 
básicamente, tiramos 300 porque para el cultivo en cinco o seis meses precisamos la 
parte altamente soluble en agua, y con la parte soluble en ácido cítrico, el cultivo ya se 
fue. Intercambié algún mail con Laura González sobre el tema y me estoy dando cuenta 
que también me hago trampas al solitario, porque si echo 100 kilos de fosforita, pensando 
en 30, es mentira; estoy echando 10. Es decir que el tema de la fosforita no es posible. 


El principal problema del alto contenido de fósforo de la laguna radica en que el 
agua no corre; el agua es estática en la laguna. Hace casi cien años que se formó la 
laguna y si los sedimentos no corren -como pasa en el río Santa Lucía o en otros cursos 
de agua donde hay caudal todo el año-, no va a tener solución. 


Otro de los problemas graves que hay en la laguna tiene que ver con que nosotros, 
los agricultores, estamos hablando de 500 hectáreas y este número no puede contaminar 
la laguna. Son 500 hectáreas extensivas de los que producimos soja y sorgo. Los 
agricultores intensivos tienen 200 hectáreas, los viñedos 100 hectáreas en total, entre 
Bracco Bosca, Fallabrino y algún otro más que se me escape. Estamos en un área de 
5.000 hectáreas -la cuenca de la laguna-, es bien Canelones, porque tenemos agricultura, 
ganadería, viticultura, horticultura, producción de pasto -se hace mucho fardo-, cerámica, 
pensionado de caballos, chacras residenciales, agricultura familiar y de subsistencia, 
cerdos y algo de forestación. 


A la cuenca de la Laguna del Cisne no se echan más de 150 toneladas de fósforo 
por año; no hay manera. Si uno recorre la cuenca, la vegetación predominante son 
chilcas y gramilla. No hay más de dos o tres partes de fósforo por hectárea. Los que 
fertilizamos somos los productores, y si sumamos todo llegamos al 10% del área. O sea 
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que no puede ser un problema nuestro. El fósforo no se debe estrictamente a la 
aplicación de fertilizantes. 


SEÑOR ROSSELLI (Edmundo).- Tenemos diecinueve departamentos y esta 
medida cautelar es exclusivamente para Canelones. No sé si podríamos invitar a 
autoridades de la Intendencia de Canelones para que nos aclare el tema. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Hemos venido siguiendo el tema desde hace un 
tiempo, por la preocupación generada. Solicitamos para ello esta entrevista. 


Cuando tuvimos la visita del señor Ministro Aguerre, le pregunté por la situación y 
deslindó responsabilidades, agregando que no estaba de acuerdo con lo que estaba 
sucediendo en Canelones. Le pedimos que hiciera alguna intermediación al respecto. 


También se que ha habido resoluciones políticas a nivel de la Junta Departamental 
y quizás ustedes o el señor diputado Sebastián Andújar nos puedan aclarar qué ha 
sucedido. Por ejemplo, si hubo una moratoria y las cautelares, si se dejaron sin efecto o 
no. Digo esto porque en este tiempo ha transcurrido tiempo político, además de tiempo 
productivo. Me gustaría conocer estos datos para ver hacia dónde avanzamos o cuáles 
son los canales de salida. 


Tuvimos un pantallazo que nos dio el señor Roberto Formoso, con respecto a 
5.000 hectáreas de la cuenca afectadas por estas medidas; unas 700 hectáreas de 
productores directamente afectados por esto. Por lo que parece el problema solo viene de 
la contaminación de fósforo. O sea que no podrían tener ninguna inhibición para aplicar 
fitosanitarios. No sé si se ha conversado algo al respecto y se ha avanzado en ese 
sentido. Entonces, pregunto: ¿qué avances hubo en el terreno político? ¿Hay alguna 
moratoria o se está planteando parcialmente dejar el tema en suspenso? También 
quisiera saber si han tenido contactos con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, para que a su vez ayude en este proceso. Si el proceso está determinado por las 
pruebas de OSE y de que esto es producto de eutrofización por abundancia de nutrientes 
provenientes del fósforo ¿hay alguna posibilidad de que les liberen los fitosanitarios a 
nivel municipal? 


SEÑORA BRACCO BOSCO (Fabiana).- Según tengo entendido -si no es así, que 
me corrija Roberto- hoy no está regulado lo que se utiliza en cada uno de los sistemas 
productivos. Lo que se regula es el método de aplicación, con lo cual todavía es mucho 
más loco, porque la preocupación por lo que vamos a utilizar, surgió de los propios 
productores por un tema de conciencia individual y colectiva. Es decir que no surgió 
desde la medida cautelar, ya que esta habla del método de aplicación, que nada tiene 
que ver con los productos que se utilizan. Creo que es importante que empecemos a 
trabajar al respecto porque no está regulándose qué afecta y qué no, sino el modo de 
aplicación. En el caso de un viñedo, es muy difícil cargar una persona con 50 kilos. 
Imagínense que nosotros solo tenemos 11 hectáreas, lo que daría, aproximadamente, 
unas seiscientas filas, y cuando termino de aplicar, la otra parte de la viña ya se murió. O 
sea que es inviable. Pero es importante que quede claro que es el método y no el 
producto. Este surgió por iniciativa nuestra. 


SEÑOR FORMOSO RÍOS (Roberto).- Todos los productos que aplicamos están 
regulados por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. No usamos productos que 
no son conocidos. En nuestro caso es el glifosato, algún insecticida. Hoy estos son todos 
de origen fisiológico. No son los productos agresivos de antes. Hoy, todo lo que tiene que 
ver con la agricultura ha cambiado muchísimo en cuanto a productos sustentables, 
amigables con el medio ambiente. Lo que sucede en la zona es que cuando se habla de 
soja, en particular nosotros, es como el mal, el pirata. Nosotros explicamos varias veces a 
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Laura González que, si bien somos productores, damos trabajo a camiones, estación de 
servicio, cuadrillas que matan hormigas, los que juntan piedras, etcétera. La soja genera 
socialización en todo el Uruguay, no solo en Canelones. Y si después de todo ese 
desparramo de plata que se da con la soja por ese efecto multiplicador, sobra un 8% o 
10% para el inversor, el negocio es maravilloso, pero eso no siempre pasa. 


Quiero subrayar que todos los productos son autorizados por el Ministerio. El 
glifosato es categoría lIl. Hay que tener en cuenta que la escala de toxicidad va de l a V, 
correspondiendo | a los productos más agresivos, que en Uruguay no hay más hace 
tiempo; inclusive, las mismas empresas los han sacado del mercado. A su vez, hay muy 
pocos productos de categoría Il y los más inocuos para personas y el medioambiente 
corresponden a las categorías ll, IV y V. 


En cuanto a la sugerencia de la Intendencia de usar productos de control biológico, 
investigué en la guía SATA -que es en donde figura todo el índice de productos que están 
en plaza- y parte de esos productos de control biológico están en categoría IV. O sea que 
tampoco son inocuos. Y nosotros, dentro de insecticidas y fungicidas de origen químicos, 
también tenemos productos categoría IV, con bajo nivel de contaminación. 


No obstante eso, por los análisis de muestras de agua que tenemos -que les 
podemos acercar-, se puede apreciar que lo único que detecta OSE es estrictamente 
fósforo y nitrógeno en exceso. O sea que de los cuarenta y tres o cuarenta y cinco 
productos que figuran en el Decreto N* 253/79 -que es el que regula el agua potable en 
Uruguay- no detecta nada. 


Y una de las cuentas que hice a los muchachos de las organizaciones de 
productores de Salinas es muy básica. Si en la cuenca hay 50 hectáreas de soja y 
hablamos de echar a lo largo del año 10 litros de ingrediente activo, estaríamos hablando 
de entre 5.000 y 10.000 de glifosato. Si tiramos todo ese glifosato en la laguna, no 
llegaríamos ni cerca a los niveles máximos de glifosato que plantea el Decreto N* 253/79. 
La Laguna del Cisne tiene un volumen de 1.200.000 metros cúbicos. Tendríamos que 
tirar un volumen de glifosato muy alto para llegar a los 0,03 microgramos por litro, que es 
el máximo establecido en el decreto. No hay manera de llegar a esos límites con los 
herbicidas e insecticidas. 


Se trata de 5.000 hectáreas de las cuales solo 700 u 800 son productivas 
“tomando en cuenta las nuestras y la de los productores extensivos- y no están a la vuelta 
de la laguna. Estamos a 6 kilómetros de la Laguna. La Intendencia no tuvo la precaución 
de ir haciendo fajas, diciendo: "hasta un kilómetro se debe hacer tal cosa y hasta tres, tal 
otra"; simplemente, aplanó. Pero no hay manera de llegar a esos niveles de 
contaminación y ahí les dejamos los datos de OSE. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Antes que nada, quiero agradecer a la Comisión 
que me permita intervenir. 


Las causas son obvias: yo represento a Canelones y quienes nos visitan, son 
productores del departamento. Creo que si el diputado Larzábal no integrara la Comisión, 
estaría pidiendo participar como invitado porque debo reconocer que si hay alguien que 
conoce el desarrollo rural y productivo del departamento es el diputado Larzábal; es una 
realidad. Él ocupó un cargo muy importante en el ejecutivo departamental en los últimos 
años. 


Entiendo que esta es una medida de altísimo impacto y hay que tomarla como tal. 
Creo que cuando en este país se toman decisiones administrativas de alto impacto, sobre 
todo en los Gobiernos Departamentales, hay que analizarlas y compartirlas. Considero 
que esto último es algo que no ha sucedido de manera de tomar una decisión compartida. 
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¿Por qué? Porque uno que se ha involucrado y ha participado -he tenido la suerte de ir a 
las dos últimas reuniones que han hecho los productores, una oficial de la Cuenca de la 
Laguna del Cisne y, otra, de productores-, nota que la Intendencia está sola en esto, que 
la participación del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, que sería clave, no está. 
También la Digegra es muy importante para Canelones y no está. La Dinagua o Dinama, 
obviamente, debe tener una posición muy activa y por eso está. Pero, sobre todo, OSE 
debe intervenir, porque el objetivo es mejorar la calidad del agua que se brinda a los 
consumidores de la Costa de Oro y el agua que se consume allí está en la Laguna del 
Cisne. Sin embargo, OSE brilla por su ausencia. Si bien es el organismo que hace el 
análisis o se queja de la situación, es el actor principal. En definitiva, el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y OSE tienen que ser los actores 
principales. 


Entonces, al principio de mi análisis, encuentro a un Gobierno Departamental 
solitario, con una medida de alto impacto, que tiene consecuencias gravísimas desde 
todo punto de vista, no solo productivo. Imaginen que esto genera lucro cesante; quizá 
nadie lo haya tomado en cuenta. Hay productores que, quizás, hace dos años tomaron un 
crédito para mejorar su producción, progresar, desarrollarse y hoy, ante una medida 
intempestiva que determina que no se puede producir, se ven con un problema 
económico, no solo por dejar su actividad sino por no poder cumplir con los compromisos 
adquiridos. 


Hay que tener en cuenta que esta medida no surge de un proceso. Si uno lee el 
proyecto de las medidas cautelares, se da cuenta de que no hay un proceso. Hay un 
objetivo en el que todos coincidimos -inclusive, los productores- : es bueno cuidar el agua 
en nuestro país. Y, precisamente, estos productores son integrantes de la Cuenca de la 
Laguna del Cisne. Entonces, el objetivo es de coincidencia, pero no hay un proceso y en 
eso no hay coincidencia. Allí es donde surgen las discrepancias y aparece el temor del 
productor de no producir más y tener que cerrar la cortina de su vida. Sin darle mucho 
dramatismo; es real: esto implicará para muchos cerrar la cortina de su vida y también 
está el temor de esta Intendencia, de modo solitario, a ser el responsable de que esos 
productores bajen la cortina. Yo entiendo que la Intendencia se tiene que sentir 
responsable porque eso esté sucediendo. 


Hay muchas cosas que se pueden ver; hay mucho plano, mucha 
georreferenciación; es una cuenca muy grande. Creo que la medida cautelar abarca una 
zona demasiado extensa, graciosamente, georreferenciada por cortes de rutas. Parecería 
que las rutas impiden que las lagunas se contaminen. Entonces, hagamos una ruta 
alrededor de la Laguna del Cisne y se terminó el problema. Lo digo porque, a veces, 
están georreferenciadas hasta por esas cosas. Con esto quiero decir que no son límites 
geográficos sino artificiales, que no tienen mucha razón de ser. 


Además, es una cuenca en la que convive el desarrollo rural con el desarrollo 
residencial. Hay que conocer la zona para saber lo que ha crecido demográficamente y la 
cantidad de gente que apostó a invertir en desarrollos residenciales. Hoy eso pierde valor, 
se desvaloriza. Toda la zona se cae y es muy importante porque no está pensado de esa 
forma. Es una zona que se fue desarrollando porque es uno de los mejores lugares para 
vivir en el departamento, sin lugar a dudas. Entonces, ahí se nos baja otra cortina más. 


Nosotros hemos tenido contacto político; el diputado Umpiérrez lo sabe porque lo 
hemos comentado. Ahora vemos a una Intendencia receptiva a nuestras opiniones y a las 
de los productores, pero el tiempo pasa y el trabajo de campo no se detiene; ahí, el reloj 
nunca se para. Y la situación nos preocupa porque, si bien la receptividad es buena y 
existe un buen ánimo para modificar algunos temas -por la vía de la excepción, de la 
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corrección o de generar un nuevo decreto, como se generó en ese momento, de medidas 
cautelares-, no sabemos qué puede pasar. 


El viernes pasado se generó, quizás, el antecedente de sanciones ambientales 
más grande, por lo menos en la historia del departamento. No vamos a hablar de si 
fueron correctas o no; pero lo cierto es que hay un productor en la Cuenca del Cisne 
sancionado. Y fue sancionado referenciando las medidas cautelares. O sea que ya hay 
un caso real de sanción. Si fue bien sancionado o no, no es la discusión; el problema es 
que ya fue referenciado a estas medidas cautelares. Y no sabemos qué va a pasar con 
los demás productores que han sido multados; si bien la multa no se ha decretado en los 
papeles, está en vías de serlo. 


Entonces, hay un clima de preocupación, de incertidumbre en los procesos rurales 
que, como sabemos, siempre han sido lentos. Y son más lentos aun cuando el objetivo es 
llevar adelante una producción agroecológica. 


Lo último que quiero decir es que los activistas ambientales en este país son una 
fuerza social importante. Comparto con ellos muchísimas cosas. Es más: he acompañado 
activistas ambientales en un montón de situaciones hasta tragicómicas, porque los he 
acompañado en lo que es el movimiento de dunas, médanos, etcétera en la franja 
costera; también cuando se quiso reabrir una cantera de piedra en la ciudad de Suárez. 
Canelones está plagado de movimientos ambientalistas, pero no siempre tienen la razón. 
Y la mezcla de la presión del movimiento ambientalista con la política, a veces, nos lleva 
a tomar malas decisiones y eso es preocupante. 


Quiero dejar constancia en la comisión de que los movimientos ambientalistas de 
Canelones han tenido mucha incidencia en este tema, quizás, más de la que deberían, no 
sólo por su forma de ver las cosas, sus pensamientos y objetivos, sino por la agresividad 
con que los trasmiten. Eso es preocupante. 


Nosotros entendíamos que era importante que esta comisión recibiera a los 
productores, porque son importantes productores rurales, y que el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca tiene que estar enterado de la situación y participar de 
ella. 


No puedo admitir que en cualquier medida de carácter departamental se escriba 
"sin perjuicio de cualquier reglamentación que exista en organismos nacionales", porque 
eso habla a las claras de que las cosas no se consultan y no se comparten. 


SEÑOR LARZÁBAL (Nelson).- Sin duda, la posición de los productores -más 
cuando se trata de productores con una tradición tan importante en la zona- es muy 
atendible. 


Quería saber -como preguntaba el diputado Roselli hace un rato- si esta comisión 
puede convocar a la Intendencia y sus direcciones lo más pronto posible, para 
intercambiar opiniones con ellos. Sabemos, como han dicho, que los tiempos biológicos 
de la producción no van a esperar que alguien, a través de papeles y detrás de un 
escritorio, decida. Por ello, propongo que la comisión cite al intendente o a quien él 
entienda para -reitero- intercambiar opiniones con ellos. Creo que también nosotros, 
como Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, deberíamos tener un pequeño ámbito 
de discusión y acordar algunos aspectos. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- En el mismo sentido que el diputado Larzábal, 
solicitamos que para la semana que viene -si bien no sería una sesión ordinaria, pero 
creo que la situación lo amerita- pidamos, además, la comparecencia de la dependencia 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca que se entienda pertinente -Dinagua, 
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Dinagra- y autoridades de OSE, que estén vinculadas con las actividades de Laguna del 
Cisne. En definitiva, el cuello de botella siempre termina saliendo por el tema de OSE que 
es, de alguna manera, quien va a levantar técnicamente o no los impedimentos que 
después tendrán otro andamiento jurídico. 


SEÑORA BRACCO (Fabiana).- Aclaro que estamos negociando en base a 
intereses y no en base a posiciones, porque, a veces, estas hacen que uno tome 
decisiones equivocadas; así fue como empezó esta cautelar. 


Cuando doy clases en la facultad siempre les hago a los chicos el cuento de que 
había dos hermanos que se pelearon toda la vida por una naranja hasta que un día 
decidieron partirla a la mitad, para no seguir peleados, y estaban todos contentos porque 
cada uno se había quedado con media naranja. Al otro día, se juntaron para ver qué 
había hecho cada uno. El primero, había hecho un jugo espectacular y tirado la cáscara; 
el segundo, que había hecho un pastel y tirado lo interno. Creo que si nosotros 
aprendemos a negociar en base a intereses y no a posiciones, vamos a lograr más 
cosas. Ese es un poco el mensaje final. Como decía el diputado Andújar, si hubiéramos 
sido parte de este proceso, creo que estaríamos mucho más evolucionados. Estuve 
hablando con Laura y me ofrecí para ser líder en el proyecto de buscar qué tipo de 
productos se pueden trabajar. Nosotros trabajamos en producción orgánica, estamos 
empezando sustentable y ofrecimos liderar un poco la parte vitivinícola de los tres 
emprendimientos que están ubicados dentro de la Laguna. No tengo problema, ya que 
viajo mucho por mi trabajo y eso me permite identificar cosas. Creo que del lado de los 
productores la apertura fue mucho más amplia de lo esperado. La desilusión vino por los 
tiempos, que no se resuelven y por falta de compartir. 


SEÑOR FORMOSO RÍOS (Roberto).- Quisiera decir algo, para que visualicen un 
poco a qué nos referimos cuando hacemos mención a la Laguna del Cisne. 


La Laguna del Cisne es un espejo de 70 hectáreas que tiene un volumen de agua 
de 1.200.000 metros cúbicos, lo que nos da la cantidad de 35 metros cúbicos por 
habitante. Ya hablé de que es un sistema cuasi- estático. Además, representa el 2% del 
sistema de agua de Montevideo. Esto significa que Montevideo tiene 233.000.000 de 
metros cúbicos, para una población de 1.700.000 habitantes. Esto nos da la cifra de 135 
metros cúbicos por habitante, contra 35 que tiene la Laguna del Cisne. 


En verano, el sistema de la Laguna del Cisne colapsa. Dejé a ustedes el informe 
de OSE en el que se admite esto. En verano, hay una traslación de la población de los 
barrios de Montevideo hacia la costa, lo que hace que el agua no se tome en la capital, 
pero como los sistemas están interconectados, OSE manda agua, pero lo hace todo el 
año, porque 1.200.000 metros cúbicos no dan para abastecer a la población. 


Creo que a esta altura todos tenemos claro que el costo de producción de esta 
agua en la Laguna del Cisne es muchísimo más alto que en Montevideo. Es un tema de 
economía de escala. Si OSE fuera una empresa privada, la Laguna del Cisne estaría 
cerrada hace años, no existiría como tal. Es inviable, porque si es el 2% de un sistema 
que está a 60 o 40 kilómetros, no tiene sentido que siga funcionando. 


Además, quiero hacer hincapié en que el caudal de Laguna del Cisne es cero. Si 
todos los productores abandonamos la cuenca, igualmente, el problema del fósforo no se 
va a solucionar, porque el agua no corre y el sistema no se limpia, no se filtra. Si sólo 
corre el agua los días de lluvia, lo único que vamos a notar es que bajó un poquito el nivel 
de fósforo, pero luego vamos a volver a lo mismo. Se inundaron muchos campos de papa 
en esa zona, que durante años demandaron mucho fósforo. Aclaro que para producir 
papa se necesita mucho fósforo y esas cosas no se cambian en veinte o treinta años. 
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Otro aspecto que quería mencionar, que no tiene vuelta y que no se discute más, 
aunque Laura González lo quiera hacer, es que el sistema más sustentable es la siembra 
directa, porque el mosquito no compacta los suelos. Cuando hicieron un programa para 
un productor le sugirieron hacer la braza vertical; eso no es sustentable hoy en día. Lo 
menos malo hoy es la siembra directa y la aplicación de glifosato, por supuesto que 
haciendo las cosas de manera responsable. 


Acá podemos aplicar el mismo criterio que con los autos. Ningún auto mata a 
nadie; un auto mata si está mal usado o mal manejado. Ningún juez va a mandar preso a 
un auto; manda preso al conductor. Con esto pasa lo mismo. Los productores, creo que 
en su gran mayoría -los que estamos más formados, mejor, y los otros, por un tema de 
conciencia- trabajamos y tratamos de ser lo más responsables posible. Por supuesto, 
nadie está en desacuerdo si se multa a aquel productor que hace uso de algún producto 
de manera irresponsable, porque cada quien es responsable de sí mismo. 


Quienes tenemos conocimiento de los planes de uso y manejo de suelos del 
Ministerio, nos guiamos por las normas de este organismo, no de la Intendencia. Hasta 
ahora, hemos trabajado así en todo el Uruguay; las buenas prácticas agrícolas y los 
productos los marca el Ministerio, no la Intendencia. Creemos que hay un tema de 
territorialidad por la ley de medio ambiente, se cruzan las jerarquías y quedan dudas 
sobre quién es la policía territorial; para nosotros, los productores, antes de dicha ley era, 
claramente, el Ministerio. Hoy no está claro y hay una línea difusa. En este caso, no es 
tan difusa, porque la Intendencia ya tomó cartas en el asunto. 


SEÑOR GARCÍA (Sergio).- Quería comentarles que la señora Laura González, 
conjuntamente con alguien de medio ambiente, visitaron nuestro predio. Allí vieron la 
manera en que se planta y saben que hoy es constante cambiar y los cuadros que hoy 
tienen una cosa, mañana tienen otra. Por supuesto que no podemos poner matayuyos, si 
tenemos pegado un cuadro de plantación. Nuestros cuadros son de 50 por 50, con 
caminos, y si estoy curando un cuadro con una máquina de varales de tractor, podría 
estar quemando el cuadro de al lado. Cuando se realizan curas, procuramos que no haya 
viento. Lo hacemos bien temprano, de tardecita o, en ocasiones, de noche; se trata de 
que no haya viento porque, de lo contrario, estaríamos tirando remedio. 


Como decía, ellos vieron nuestra manera de trabajar y me encargué de decirles 
por dónde se había canalizado el agua. Tenemos que hacer desagúes para que no se 
nos inunden los cuadros y se pierde la verdura. Ellos lo vieron bien. Les expliqué que 
estábamos a más de 3 kilómetros de la laguna y a 1,5 kilómetros del estero que allí 
desemboca y que es un buen filtro. Les dije, además, que habíamos hecho un canal 
hasta la casa de un vecino y ahora que llovió mucho de marzo a la fecha, se desagotó 
hacia la punta del estero para venir a la laguna; era el único curso posible, ya que para el 
otro lado es más alto. 


Después de eso nos visitaron los técnicos del Polo Tecnológico de Pando, que fue 
algo que propició la señora Laura González. En esa oportunidad trajeron una tablet, y a 
través de ella observaron la quinta en su totalidad; inclusive, les hablamos de los pozos y 
de las casas, pero ellos nos dijeron que no había forma de mentir porque podían ver todo 
lo que había en el campo. 


En realidad, a ellos les pareció un disparate que fuéramos pasibles de las medidas 
cautelares, considerando la distancia a la que nos encontramos de la laguna. En ese 
sentido, creo que las medidas solo se deberían aplicar a los campos que están a 
trescientos o quinientos metros de la laguna, pero se dispuso que comprenda a los que 
están en las Rutas N? 8 y N* 11, y en la Ruta Interbalnearia. 
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Como ya se dijo, nosotros nos enteramos de la existencia de las medidas 
cautelares en el mes de junio, pero hasta ese momento curábamos con la máquina. 
Inclusive, un vecino que tiene un máquina de enganche más grande que la mía -yo tengo 
una de 600 litros- también la estaba utilizando para curar. En realidad, no sabemos si la 
persona que estaba inspeccionando -lo hace en una moto y no avisa- nos vio y sacó una 
foto, aunque los vecinos también pueden hacer la denuncia ante la Intendencia. En esos 
casos solo se toma nota y se acepta la denuncia; no importa si es cierto o no. 


Por otra parte, una de las plantaciones que tengo es de espinacas, que es muy 
sensible al agua. Por tanto, consulté con la señora Laura González si podía utilizar un 
enraizador nuevo para salvarla, y ella me autorizó a aplicarlo. De todos modos, me dijo 
que ante cualquier duda me comunicara con ella, ya que me podían poner una multa, 
aunque podía estar salvaguardado por el artículo 8% de una determinada ley. En realidad, 
queda mal que nos escondamos porque nos están autorizando a utilizar un producto que 
los demás no pueden aplicar; y por ello solicitamos que se nos permitiera curar con 
máquinas de barrales o de carro, ya que de esa forma, el producto no puede llegar por 
aire a la laguna, y por tierra, si llega, es muy poco. 


Cabe agregar que el insecticida que utilizamos era cipermetrina, que es el que se 
utilizaba en Montevideo para matar a los mosquitos; ese producto no le hace daño al ser 
humano ni a ningún otro animal, ya que solo mata a los mosquitos y a las moscas 
comunes, porque las otras que atacan la producción no las podemos combatir con nada. 


En lo personal, tengo que terminar de mover un campo que compré el año pasado. 
Se trata de quince hectáreas linderas a las mías, que nunca se habían trabajado. En 
realidad, el regional de Las Piedras, el señor Hernández, me dijo que dejara perder ese 
campo, ya que nos iba a ser útil teniendo en cuenta la manera en que estábamos 
trabajando. Por tanto, invertimos US$ 250.000 en el campo y más de US$ 30.000 en 
riego; además, arreglamos la tierra, que ya está pronta para trabajar, pero tuvimos que 
dejar todo en suspenso debido a las medidas impuestas. Inclusive, le dije a mi señora y a 
mis hijos que estaba pensando en vender el campo, ya que no me animo a seguir 
trabajando, considerando que no se puede curar la plantación y poner mata yuyo, 
fertilizantes y abonos orgánicos. 


Además, hacer un invernáculo de veinte por sesenta metros cuesta US$ 14.000, y 
a los tres años -por lo menos el techo- hay que cambiarlo, porque es de madera. 


Asimismo, el señor Hernández, el regional de Las Piedras -con quien siempre 
estoy en contacto-, quiere que traiga invernáculos de Israel o de España, pero salen 
US$ 200.000 para cubrir media hectárea. Por supuesto, esos invernáculos son 
inteligentes, ya que suben y bajan según la humedad, pero le dije al señor Hernández 
que no podía pensar en esa posibilidad, teniendo en cuenta la situación que vivimos en 
Uruguay. Digo esto porque los productos que vendo en el mercado, que son de campo, 
valen lo mismo que los de invernáculo. También se debe tener en cuenta que en los 
últimos meses tuvimos poco sol, lo que es malo para los tomates. Esa situación también 
perjudicó a los productores de Salto, que solo están trayendo naranjas porque no las 
pueden exportar, ya que les encontraron un hongo en Alemania. Afortunadamente, esa 
carga la pudieron colocar en Rusia, pero cuando ese país se enteró de la situación, no 
compró más. 


En realidad, los productores de Salto están perdiendo plata para traer naranjas el 
mercado, porque llevar el cajón descartable hasta allá les sale $ 45, y más de $ 50 
traerlo; además, a eso hay que sumarle la comisión para al vendedor, lo que hace que 
vendan el cajón de naranja a $ 120. Sin duda, la venden en el mercado porque si la tiran 
en el monte, este se seca; esa es la única razón. 
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En Canelones estamos igual, porque estamos viviendo una situación de crisis con 
la verdura, ya que es lo primero que sube cuando hay inflación; en invierno el morrón 
siempre va a estar caro, porque la producción -al igual que el tomate-, casi 
exclusivamente, es de Salto, ya que en el sur no hay. El problema es que este año la 
producción de Salto también fracasó, lo que provocó que la suba del morrón y el tomate 
fuera mucho mayor. 


En realidad, el trabajo que nosotros realizamos es intensivo, porque cuando 
cosechamos un producto, plantamos otro. Por ejemplo, cuando cortamos un cuadro de 
lechuga, a los tres días está plantado nuevamente. En esos casos, desarmamos el 
equipo de riego, que es microaspersor, y volvemos a plantar. Inclusive, en este momento 
tenemos treinta y cinco hectáreas con ese riego, que tiene las cañerías por debajo de la 
tierra. También tenemos diez pozos sumergibles, pero los tengo que regularizar, ya que si 
no lo hago la Dinama no me permitirá realizar otros dos que preciso para regar el campo 
nuevo. En realidad, preparamos el lugar para hacerlo, pero cuando nos enteramos de la 
existencia de las medidas cautelares detuvimos el trabajo. Por supuesto, en el banco 
figura todo el proyecto que íbamos a llevar a cabo, que también incluía tajamares -tengo 
una retroexcavadora y una tradilla para eso- para el verano, pero es algo que ahora no 
podemos hacer debido a las medidas cautelares. Eso estaba pensado porque 
necesitamos mucha agua en el verano, ya que tenemos muchos cuadros que regar. 


Lamentablemente, adquirimos tecnología para productor, pero ahora tenemos las 
manos atadas. 


Sin duda, nosotros consideramos que el diagrama elaborado por la Intendencia es 
muy extenso, ya que incluye a Marindia y a Salinas. 


Además, los apicultores también estaban preocupados, ya que, por ejemplo, en mi 
campo también tengo abejas de uno de ellos. Por supuesto, antes de que colocara las 
colmenas le expliqué con qué productos curábamos la plantación -aunque no lo hacemos 
cuando hay viento-, pero hace años que tiene las abejas en el predio. Esto quiere decir 
que no estamos utilizando ningún producto nocivo, ya que si así fuera las abejas no 
podrían vivir en el lugar y los apicultores no pondrían las colmenas. 


Por otra parte, cuando la doctora Laura González visitó el campo -que concurrió 
con un funcionario de medioambiente-, me dijo que podía producir tranquilamente en ese 
lugar, y no entiendo porque después eso cambió. En un primer momento se dijo que se 
iba a achicar la franja, la que iba a estar más cerca de la laguna -no sé cuánto tiene de 
retiro el río Santa Lucía-, pero lo que hicieron fue hacer un semicírculo con un compás. 


Como ya dijimos, nosotros nos enteramos de la situación hace dos meses, y ahora 
podemos ser multados sin derecho a pataleo, ya que las medias cautelares están 
vigentes desde hace más de un año. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca agradece 
la visita de los productores de la Laguna del Cisne y la exposición realizada, que fue muy 
clara. 


Por supuesto, esta asesora se abocará a analizar el tema con la urgencia que 
corresponde, ya que sus integrantes comprenden la gravedad de la situación; sin duda, 
cuando tengamos alguna novedad serán informados por la Comisión o por los diputados 
del departamento. 


(Se retira de sala la delegación de productores de la Laguna del Cisne) 


——-Debemos definir a qué autoridades vamos a convocar, y que modalidad de 
trabajo vamos a seguir. 


Si 


SEÑOR LARZÁBAL (Nelson).- Creo que deberíamos convocar al intendente, a los 
directores de Gestión Ambiental, y a la Agencia de Desarrollo Rural de Canelones, que 
son los que trabajaron en el tema y generaron las medidas cautelares. 


De pronto, también se pude convocar al presidente de la Comisión de Gestión 
Ambiental de la Junta Departamental de Canelones, pero quizás sea abarcar mucho. 


Si el Intendente quiere mandar al director de Gestión Ambiental y al de la Agencia 
de Desarrollo o a los técnicos que disponga, ya tenemos para intercambiar. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Creo que es importante, conocer la posición del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca porque alguien señaló que estaba como 
ausente de todo esto, ya sea a través de Benech, de la Dirección General de la Granja, 
Dinagua o quien sea en su representación, ya que puede ser un articulador entre los 
productores y la Intendencia pues muchas veces no se trata de dar razones sino que, 
quizás, haya alguna forma de articulación. También sería conveniente que concurriera 
algún técnico de OSE para conversar acerca de cuáles son los problemas, cómo se 
puede encarar, qué soluciones hay, porque, en definitiva, todo está radicando en el agua 
que se está dando al consumo humano por otra punta. Sería bueno tener una cabal 
dimensión de qué peligros existen para la salud humana, si son graves, si son potencias, 
cuáles son los niveles de afectación, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que si hacemos la reunión extensa a varios 
ministerios y coordinamos una fecha para que puedan concurrir todos se nos va mucho 
tiempo. Dada la urgencia del asunto quizás sería pertinente que viniera la parte de 
gestión ambiental de la Intendencia, que son los que tienen el poder de decisión o de 
aplazamiento. Si pudiéramos conseguir que viniera el Ministerio o la Dinagua sería 
bárbaro, pero lo prioritario es que mañana mismo, si fuera posible, viniera alguien de la 
Intendencia. 


SEÑOR LARZÁBAL (Nelson).- Creo que esta es una medida que ha tomado la 
Intendencia. Es cierto que fue por denuncias de los vecinos y de grupos ambientalistas de 
la zona en cuanto a que el agua había sido contaminada con agroquímicos. Escuchamos 
lo que expresó el señor Formosa, pero la realidad es que hay un cultivo de soja que llega 
hasta el borde de la laguna. 


La medida cautelar la tomó la Intendencia con las atribuciones que le dio la Ley N* 
18.308 y es la que puede tomar alguna medida para que, rápidamente, estos productores 
puedan volver a su ciclo productivo. Después seguiremos conversando con OSE, 
Dinagua, Dinama, Renare, con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, por 
supuesto, con la Comisión de la Cuenca de la Laguna de Cisne, pero creo que lo urgente 
es coordinar una visita de la Intendencia y ver si se puede revertir la situación, más allá 
del tratamiento que luego tiene que darle la Junta. Si hay voluntad de cambiar se puede 
tomar alguna medida por decreto para regularizar la situación. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Estoy de acuerdo con todos los diputados. Pido 
disculpas por meterme en el tema porque no soy de la Comisión, pero sinceramente me 
ocupa y me preocupa. 


Pienso que es una gran oportunidad para que la Comisión sea un gran articulador. 
Dicho papel puede ser fundamental, yo creo que hasta decisivo. La Intendencia es la que 
pone las medidas cautelares, por lo tanto habría que citar al Intendente y que él decida 
quién debe concurrir. Es su decisión como jefe de gobierno determinar quién está 
capacitado para venir a hablar de este tema 


Pienso que los demás organismos involucrados después también tienen que ver. 
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Hay versión taquigráfica, pero no creía adecuado decirlo frente a los productores, 
porque son una parte. También hay gente residencial que está preocupada y 
emprendimientos industriales que se han frenado por esto. Hay una fábrica de cerámica 
que está en paro; tiene treinta y dos familias en seguro de paro porque no puede hacer 
extracción de tierra, etcétera. Yo creo que todos tienen que participar. 


Lo que encontré fue buena disposición política. Hablé, pero no puedo generar 
falsas expectativas y quiero que la Comisión articule porque es la institución a la que 
pertenezco. Yo soy representante nacional, no soy edil. 


Hoy en la Intendencia el trámite es rapidísimo. Por vía de la excepción, enviándolo 
a la Junta Departamental, se resuelve en quince días. Digo quince días porque la Junta 
se reunió el viernes pasado. Si hiciera una sesión extraordinaria lo podría resolver 
mañana. Y si la Comisión habla mañana o pasado estoy seguro de que en la próxima 
sesión de la Junta Departamental esto está resuelto por vía de la excepción, pero hay 
que ver qué se resuelve. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo invitamos al Intendente o a quien él 
disponga a concurrir en el día de mañana. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


